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CERTIORARI 
procedente del Tribunal 
de Primera, Sala de 
Bayamón. 
 
 
Civil Núm.: 
D DP2013-0806. 
 
 
Sobre:  
Daños y perjuicios, 
difamación. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de agosto de 2016. 

La parte peticionaria, Amarilis Alvarado Santiago (Sra. Alvarado), 

instó el presente recurso de certiorari el 23 de junio de 2016.  En él, 

recurre de la determinación emitida el 4 de mayo de 2016, notificada el 25 

de mayo de 2016, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón.  

Mediante esta, el foro recurrido reiteró la imposición de sanciones 

impuestas a la parte peticionaria.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, expedimos 

el auto de certiorari, revocamos la determinación recurrida y devolvemos, 

para la continuación de los procedimientos, cónsono con lo aquí resuelto.  
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I. 

 En lo pertinente a la presente controversia, allá para el 17 de 

noviembre de 2014, la parte demandante-recurrida notificó al foro primario 

que había cursado un interrogatorio y requerimiento de documentos a 

Génesis Security Services, Inc. (Génesis) y a la parte peticionaria, Sra. 

Alvarado.  De otra parte, consignó que Génesis recibió el documento el 8 

de julio de 2014, y que esta solicitó una prórroga, que fue concedida.   

A pesar de ello, señaló que dichas partes no habían contestado su 

interrogatorio y requerimiento de documentos, por lo que solicitó al 

tribunal de instancia que ordenara a las partes contestar el 

descubrimiento de prueba e impusiera sanciones por su incumplimiento. 

Así las cosas, el 21 de noviembre de 2014, notificada el 1 de 

diciembre de 2014, el foro recurrido emitió una Orden en la que requirió a 

“la parte codemandada Multipoint, Inc. a contestar en un término de diez 

(10) días [...].  De no contestar adecuadamente en el término fijado, se 

impondrán las sanciones que corresponden”1.  (Énfasis suplido).  Surge 

del volante de notificación de dicha Orden, que esta no fue notificada al 

Lic. Rivera Santiago, representante legal de la peticionaria2.  A su vez, la 

Orden tampoco hizo referencia a la Sra. Alvarado.     

Posteriormente, el 14 de enero de 2015, el tribunal de instancia 

celebró una vista de estatus; a esta compareció únicamente la 

representación legal de la parte demandante-recurrida.  A la luz de lo 

discutido en dicha vista, el 27 de enero de 2015, la parte demandante-

recurrida presentó una Moción en cumplimiento de orden y solicitud de 

sanciones.   

En síntesis, reiteró que cursó a Génesis y a la parte peticionaria un 

interrogatorio y requerimiento de documentos, que el 8 de julio de 2014, 

Génesis recibió dicho documento, y que las partes todavía no habían 

contestado el mismo.  Ello, a pesar de que ya habían transcurrido los diez 

                                                 
1
 Véase, apéndice IV del recurso de certiorari, a la pág. 25.  (Énfasis suprimido; 

bastardillas en el original). 
 
2
 Véase, apéndice IV del recurso de certiorari, a la pág. 24. 



 
 

 
KLCE201601163    

 

3 

días concedidos por el foro recurrido en la Orden notificada el 1 de 

diciembre de 2014.  Así pues, solicitó nuevamente que el foro ordenara a 

las partes a cumplir con el descubrimiento de prueba e impusiera las 

sanciones correspondientes. 

Acorde con lo allí expuesto, el 30 de enero de 2015, notificada el 6 

de febrero de 2015, el tribunal recurrido emitió una Orden, mediante la 

cual impuso a los mencionados codemandados una sanción de $25.00 

diarios, que se mantendría en vigor hasta tanto estos cumplieran con el 

descubrimiento de prueba solicitado.   

A pesar de decretar que dicha Orden fuera notificada a la parte 

demandada directamente, no surge que esta fuera cursada a la Sra. 

Alvarado3.  Precisa mencionar que dicha Orden alude, a su vez, a la 

emitida el 21 de noviembre de 2014, notificada el 30 de enero de 2015, 

que no fue notificada correctamente. 

El 4 de marzo de 2014, la parte peticionaria presentó una Moción 

en aclaración de trámite procesal y solicitud de orden.  Asimismo, el 17 de 

marzo de 2015, presentó una Moción en aclaración o en reconsideración 

de orden; ambas por conducto de su representante legal, el Lic. Rivera 

Santiago.  En lo atinente a la presente controversia, alegó que nunca 

recibió el interrogatorio cursado por la parte demandante-recurrida, por lo 

que solicitó que se dejara sin efecto la imposición de sanciones.   

Específicamente, articuló que, el 9 de julio de 2014, recibió una 

comunicación de la parte demandante-recurrente que contenía una 

Moción en Solicitud de Orden y un Proyecto de Orden dirigido a la Policía 

Municipal de San Juan y otro para el Departamento de la Familia, además 

de una Moción Informativa sobre el envío de un interrogatorio a la parte 

demandada, sin especificar cuál.  Recalcó que el interrogatorio en 

controversia no estaba entre los documentos recibidos.  Además, hizo un 

recuento de varios percances que había confrontado con relación al 

recibo de documentos en el caso. 

                                                 
3
 Véase, apéndice VI del recurso de certiorari, a la pág. 28. 
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El 13 de marzo de 2014, la parte demandante-recurrida se opuso a 

la solicitud de la parte peticionaria, por lo que el foro primario citó a las 

partes a una vista para dilucidar la controversia.  Esta se celebró el 17 de 

marzo de 2015, y la Minuta fue notificada el 25 de marzo de 2015.  

Celebrada la vista, el foro recurrido mantuvo las sanciones impuestas “a 

las partes codemandadas, conforme a la orden de 30 de enero de 2015”.   

No obstante, dejó sin efecto la anotación de rebeldía impuesta a la 

parte demandada y ordenó que el interrogatorio fuera notificado al 

Lic. Rivera Santiago que, a su vez, tendría diez días para cumplir con 

lo requerido.  Además, ordenó la reinstalación de dicho licenciado al 

registro de notificaciones.  En cumplimiento con lo ordenado, el 27 de 

marzo de 2015, la parte peticionaria notificó al foro recurrido que había 

contestado el interrogatorio dentro del término concedido. 

Posteriormente, el presente caso fue reasignado y, el 4 de mayo 

de 2016, el tribunal de instancia celebró la conferencia con antelación al 

juicio.  Luego de realizar un recuento procesal del caso, y a la luz de la 

Orden de 30 de enero de 2015, el tribunal recurrido hizo el 

correspondiente cómputo4 de las sanciones impuestas a la parte 

peticionaria; concluyó que esta debía pagar, dentro de diez días, la 

cantidad de $1,375.  La Minuta de la referida vista fue notificada el 25 de 

mayo de 2016. 

Inconforme, la parte peticionaria instó el presente recurso y señaló 

el siguiente error: 

ERRÓ Y ABUSÓ DE SU DISCRECIÓN EL TRIBUNAL DE 
PRIMERA INSTANCIA AL IMPONER Y REITERAR UNA 
SANCIÓN ECONÓMICA A LA CODEMANDADA 
ALVARADO SANTIAGO BAJO EL FUNDAMENTO DE QUE 
ESTA NO CONTESTÓ OPORTUNAMENTE EL 
INTERROGATORIO CURSADO POR LA PARTE 
DEMANDANTE, PESE A QUE – CONFORME SURGE DEL 
EXPEDIENTE JUDICIAL – SU ABOGADO EXPLICÓ EN 
VARIAS OCASIONES QUE NO LO HABÍA RECIBIDO. 
 

(Mayúsculas en el original; énfasis suprimido). 

                                                 
4
 El tribunal de instancia computó la cantidad a partir del 30 de enero de 2014, fecha en 

que las sanciones fueron impuestas, hasta el 27 de marzo de 2015, fecha en la que la 
peticionaria contestó el interrogatorio 
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 En síntesis, arguyó que surgía del trámite procesal que no tuvo 

intención alguna de incumplir con las órdenes del tribunal, sino que estas 

nunca le fueron notificadas.  Puntualizó que cumplió con lo requerido tan 

pronto el interrogatorio le fue notificado correctamente, por lo que el foro 

primario erró al reiterar las sanciones impuestas. 

 Transcurrido el término para que la parte recurrida compareciera 

sin que así lo hiciera, el recurso quedó perfeccionado sin el beneficio de 

su posición respecto a la controversia. 

II. 

A. 

Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto planteado, ya 

sea expidiendo el auto o denegándolo.  Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005).  Así, pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya 

característica se asienta en “la discreción encomendada al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.”  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 

La discreción para entender en el recurso de certiorari no se ejerce 

en el vacío.  La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los 

criterios que debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional; a decir:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.     
           
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.           
  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.             
  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.           
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.         
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F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 
Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso 

abuso de discreción o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y 

parcialidad, o que se [haya equivocado] en la interpretación o aplicación 

de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial.”  Lluch v. 

España Service, 117 DPR 729, 745 (1986).  Lo anterior le impone a este 

Tribunal la obligación de ejercer prudentemente su juicio al intervenir con 

el discernimiento del foro de instancia.  Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 

B. 

Los tribunales de instancia tienen a su alcance distintos 

mecanismos procesales discrecionales para mantener y asegurar el 

orden en los procedimientos ante su consideración, y hacer cumplir sus 

órdenes y ejercer sus funciones.  In Re Collazo I, 159 DPR 141, 150 

(2003).  A saber: multas y sanciones económicas, el desacato civil y 

criminal, la facultad para descalificar abogados u ordenar que un abogado 

renuncie a la representación legal de su cliente, entre otros.  Id., a las 

págs. 150-151. 

En cuanto a las sanciones, estas están reguladas por las Reglas 

37.7 y 44.2 de las de Procedimiento Civil.  Específicamente, la Regla 37.7 

de Procedimiento Civil, provee para la imposición de sanciones por el 

incumplimiento de una parte o su representante legal, con el manejo del 

caso u órdenes del tribunal, sin que medie justa causa.  32 LPRA Ap. V, 

R. 37.7.   

Por su parte, la Regla 44.2 de Procedimiento Civil, faculta al 

tribunal para imponer costas interlocutorias a las partes, así como 
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sanciones económicas que ingresarán al Fondo Especial de la Rama 

Judicial.  Lo anterior, por conducta constitutiva de demora, inacción, 

abandono o falta de diligencia, en perjuicio de la eficiente administración 

de la justicia.  32 LPRA Ap. V, R. 44.2. 

De otro lado, precisa señalar que el adecuado ejercicio de 

discreción judicial está estrechamente relacionado con el concepto de 

razonabilidad.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434-

435 (2013).  El Tribunal Supremo ha definido la discreción como “una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una conclusión justiciera”.  Id., a la pág. 435.  (Cita suprimida).  Por ello, 

“no significa poder para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción 

del resto del Derecho”.  Id.  (Cita suprimida). 

Específicamente, un tribunal abusa de su discreción, 

[...]  cuando el juez no toma en cuenta e ignora en la 
decisión que emite, sin fundamento para ello, un hecho 
material importante que no podía ser pasado por alto; 
cuando el juez, por el contrario, sin justificación ni 
fundamento alguno, concede gran peso y valor a un hecho 
irrelevante e inmaterial y basa su decisión exclusivamente 
en éste, o cuando, no obstante considerar y tomar en cuenta 
todos los hechos materiales e importantes y descartar los 
irrelevantes, el juez los sopesa y calibra livianamente.  
Pueblo v. Rivera Santiago, supra, pág. 580. 

 
Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 435. 

C. 

 Como parte del debido proceso de ley en su vertiente procesal, el 

Tribunal Supremo ha recalcado que la notificación de las determinaciones 

judiciales es un requisito que se debe cumplir, para que el ciudadano 

adversamente afectado pueda enterarse e impugnarla.  Dávila Pollock et 

als. v. R.F. Mortgage, 182 DPR 86, 94 (2011).  Su importancia radica en 

el efecto que tiene esa notificación sobre los procedimientos posteriores, 

ya que la falta de una notificación adecuada “podría afectar el derecho de 

una parte a cuestionar el dictamen emitido y debilita las garantías del 

debido proceso de ley”.  Id. 

Así, pues, “[l]a correcta y oportuna notificación de las 
órdenes y sentencias es requisito sine qua non de un 
ordenado sistema judicial.  [...]  Su omisión puede conllevar 
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graves consecuencias, demoras e impedimentos en el 
proceso judicial, como también crear un ambiente de 
incertidumbre sobre cuándo comienza a transcurrir el 
término para acudir a un tribunal de mayor jerarquía para 
revisar el dictamen recurrido”. 

 
Dávila Pollock et als. v. R.F. Mortgage, 182 DPR, a la pág. 94 (Cita 
suprimida). 
  

III. 

Cual señalado, la discreción para entender en el recurso de 

certiorari no se ejerce en el vacío, por lo que la Regla 40 del Reglamento 

de este Tribunal establece los criterios que debemos considerar al 

momento de ejercer nuestra facultad discrecional.  Así las cosas, 

acogemos el presente recurso para evitar un fracaso de la justicia, toda 

vez que el foro recurrido abusó de su discreción al imponer y mantener 

las sanciones contra la parte peticionaria. 

 De los hechos ante nuestra consideración surge que la parte 

demandante-recurrida cursó un descubrimiento de prueba a los 

codemandados, Génesis y la Sra. Alvarado, pero que la información 

requerida no fue provista oportunamente, por lo que el foro recurrido 

impuso sanciones.  Sin embargo, también se desprende que la parte 

peticionaria no recibió dicho interrogatorio, ni ciertas notificaciones del 

tribunal de instancia. 

De los autos se desprende que la Orden emitida por el tribunal 

primario el 21 de noviembre de 2014, notificada el 1 de diciembre de 

2014, mediante la cual requirió a “la parte codemandada Multipoint, Inc. 

a contestar en un término de diez (10) días [...]”, no fue notificada al 

representante legal de la parte peticionaria.  A su vez, la Orden tampoco 

aparentaba estar dirigida a la Sra. Alvarado. 

Transcurrido dicho término sin que las codemandadas cumplieran 

con lo ordenado, el 30 de enero de 2015, notificada el 6 de febrero de 

2015, el foro recurrido emitió otra Orden e impuso las sanciones 

impugnadas ante nos.  Ello, “[a]nte la falta de cumplimiento a nuestra 

orden de 21 de noviembre de 2014”.  Es decir, por el incumplimiento con 

la mencionada Orden que no fue notificada a la parte peticionaria.  A 
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su vez, el tribunal de instancia dictaminó que la Orden de 30 de enero de 

2015, fuera notificada a la parte demandada directamente.  No obstante 

ello, no surge que esta fuera notificada a la Sra. Alvarado. 

Ante la controversia suscitada por la falta de notificación a la parte 

peticionaria, el foro primario celebró una vista el 17 de marzo de 2015.  

Celebrada esta, el foro recurrido mantuvo las sanciones impuestas “a las 

partes codemandadas, conforme a la orden de 30 de enero de 2015”.  A 

decir, conforme a lo dispuesto en las órdenes emitidas previamente, que 

no fueron notificadas adecuadamente. 

También se desprende de la Minuta de la vista celebrada el 17 de 

marzo de 2015, que el foro primario ordenó la notificación del 

interrogatorio al Lic. Rivera Santiago, así como su reinstalación al registro 

de notificaciones.  Aclarada dicha controversia, la parte peticionaria 

cumplió con lo ordenado y así lo hizo constar para el récord.  

No obstante ello, el 4 de mayo de 2016, el tribunal de instancia 

reiteró la imposición de las sanciones a ser pagadas por la parte 

peticionaria.  Para determinar la cuantía, computó la cantidad a partir de 

la Orden emitida el 30 de enero de 2015.  Según citado, el debido 

proceso de ley en su vertiente procesal exige que las determinaciones 

judiciales sean adecuadamente notificadas, para que el ciudadano 

adversamente afectado pueda enterarse e impugnarla. 

Por ello, es norma reiterada que la correcta y oportuna notificación 

de las órdenes y sentencias es un requisito esencial de un ordenado 

sistema judicial.  Así pues, es forzoso concluir que el tribunal recurrido 

cometió el error señalado.  Mantener en vigor las sanciones impuestas a 

la parte peticionaria, por virtud de órdenes notificadas defectuosamente, 

constituyó un abuso de discreción que amerita la revocación de la 

determinación recurrida.  Dicha determinación no fue razonable, a la luz 

de los hechos particulares de la presente controversia. 

Al reiterar la validez de las sanciones impuestas, el tribunal de 

instancia no tomó en consideración la falta de notificación a la parte 
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peticionaria por parte del tribunal, así como por parte de la demandante-

recurrida.  Estos son hechos materiales importantes que no podían ser 

pasados por alto.  Consecuentemente, resolvemos que procede revocar 

la determinación recurrida. 

IV. 

Por las razones antes expuestas, expedimos el auto de certiorari y  

revocamos la determinación emitida el 4 de mayo de 2016, notificada el 

25 de mayo de 2016, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón, y devolvemos el asunto para la continuación de los 

procedimientos, cónsono con lo aquí resuelto.  

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

     Dimarie Alicea Lozada 
          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


